





Análisis socio-jurídico del uso desmedido de la fuerza pública en 
Colombia en el siglo XXI 
Socio-legal analysis of the excessive use of public force in Colombia in the 
XXI century1 
Resumen 
En nuestro país, el concepto se desarrolló a partir de 1858 con el objetivo 
principal de que estas fuerzas brindaran la seguridad respectiva a los sujetos de 
derecho que lo integran, y brindarán un control más efectivo del Estado.  
Ahora bien, las fuerzas públicas en su denominación amplia o fuerzas militares, 
tuvieron la necesidad y obligación de implementar los Derechos Humanos, 
reconocidos y/o ratificados por Colombia en declaraciones internacionales, 
como consecuencia de las violaciones atroces que cometían estas fuerzas 
militares. Por lo anterior, nos referimos al siguiente cuestionamiento ¿Cuáles 
normas brindan la protección efectiva de los Derechos Humanos y Derechos 
Fundamentales consagrados en la Constitución Política de Colombia por parte 
de las Fuerzas Públicas del país? 
Es decir, Colombia optó por implementar una normatividad que consagra el 
funcionamiento e integración de las fuerzas públicas con el fin de proteger los 
derechos de los nacionales colombianos. Estas autoridades, son garantes de 
derechos fundamentales, frente a los civiles y deben cumplir los objetivos de 
cuidado, protección y control que imponen las normas nacionales. Sin embargo, 
la regulación normativa actual aun siendo muy garantista, es violentada por 
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actuaciones que realizan los agentes que hacen parte de las diferentes 
instituciones de las fuerzas públicas. 
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Abstract 
In our country, the concept was developed from 1858 with the main objective 
that these forces provide the respective security to the subjects of law that 
comprise it, and will provide a more effective control of the State.  
Now, the public forces in their broad denomination or military forces, had the 
need and obligation to implement Human Rights, recognized and / or ratified 
by Colombia in international declarations, as a consequence of the different 
times. of the atrocious violations committed by these military forces. The refore, 
we refer to the following question: What norms provide the effective protection 
of Human Rights and Fundamental Rights enshrined in the Political 
Constitution of Colombia by the Public Forces of the country? 
In other words, Colombia chose to implement a regulation that enshrines the 
operation and integration of public forces in order to protect the rights of 
Colombian nationals. These authorities are guarantors of fundamental rights, 
against civilians and must meet the objectives of care, protection and control 
imposed by national regulations. However, the current normative regulation, 
even though it is very guaranteeing, is violated by actions carried out by the 
agents who are part of the different institutions of the public forces. 
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En el presente escrito se hará un análisis socio-jurídico referente al tema central 
del texto, cómo la legislación colombiana ha regulado a nuestras fuerzas 
públicas desde su creación y ha determinado los fundamentos para el 
funcionamiento de las mismas, para ello no solo encontraremos la norma de 
manera taxativa, sino, las diferentes menciones que han hecho las altas cortes 
de nuestro país referente a las fuerzas públicas y al uso de la fuerza contra la 
sociedad. Se evidenciará que la protección de derechos que debe garantizar las 
fuerzas públicas, ha sido una tarea incompleta, por lo contrario, dichas 
autoridades son quienes en varias ocasiones realizan actos en contra de los 
ciudadanos y pone en tela de juicio su posición, objetivo y límites. 
 La Constitución Política y la normatividad colombiana e internacional 
garantizan los derechos inherentes al ser humano y es deber del Estado la 
protección de los mismos, sin embargo, en ocasiones las fuerzas públicas 
pertenecientes al Estado son las que vulneran en un alto porcentaje los derechos 
de las personas. Estás desconocen derechos y obligaciones que tienen a cargo, 
tal como se consagra en nuestra jurisprudencia y nuestra carta política. 
  
 Además, se desarrollará desde una perspectiva social el uso de la fuerza 
en casos específicos donde las autoridades públicas han aplicado la fuerza de 
manera abrupta y desmotivada, y en muchas ocasiones el uso desmedido de la 
misma ha vulnerado los derechos humanos, de tal manera, que en algunos casos 
puede conllevar a que las fuerzas públicas cometan delitos contra las personas 
que deberían proteger. 
 En este sentido el objetivo general, del texto es el de analizar desde una 
posición socio-jurídica sí nuestra legislación colombiana en la regulación de las 
fuerzas públicas, asegura que estas brinden la protección de derechos y no 
ejerzan uso desmedido de la fuerza en contra de estos últimos. Teniendo en 
cuenta el deber de estas y los derechos de los ciudadanos   
 Para cumplir con este objetivo general, se desarrollarán los siguientes 
objetivos específicos  
Objetivos específicos 
1. Estudiar desde la legislación y jurisprudencia colombiana cuáles son los 
límites de la fuerza pública y que se entiende por el uso desmedido. 
2. Establecer a través de unos estudios de casos, comprendidos entre el 
2010-2020 como se ha materializado el uso desmedido de la fuerza 
3. Proponer algunos escenarios con los cuales se pueda superar el uso 
desmedido de la fuerza  
 Este artículo  analiza y  recopila datos periodísticos los cuales consagran 
testimonios directos sobre el abuso de la fuerza por parte de las autoridades, 
también se mencionaran datos específicos de las entidades estatales como lo es 
la Contraloría, la Agencia Nacional de defensa jurídica y en los diferentes 
artículos científicos y textos que tratan este tema.Busca no sólo mostrar el 
elemento jurídico sino acercarlo a una realidad social (Carvajal, J. 2016), debido 
a que se refiere a un sector determinado que comprende a actores del Estado y 
a la población civil. Desde esta perspectiva se busca revisar el avance social y 
jurídico que se ha realizado en la regulación de los deberes de las fuerzas 
públicas y sus límites normativos y sociales. De igual manera, se hizo un estudio 
sobre la normatividad que regula la actividad de las autoridades desde un ámbito 
jurídico nacional e internacional y las garantías allí contempladas. 
 La interpretación de normas que abarcan este tema entre ellas doctrina, 
jurisprudencia nacional e internacional, declaraciones entre otras, debido a la 
problemática contemporánea que se ha desarrollado por la falta de control a las 
actividades policiales o militares, que con el avance del tiempo demerita y se 
pone entredicho la capacidad de protección de las fuerzas públicas. 
 Este escrito, está dividido en tres partes: la primera de ellas desarrollará 
los límites de la fuerza pública desde el derecho nacional e internacional. En 
segundo lugar, se continuará con la presentación de casos específicos en los 
cuales se refleja el uso desmedido de la fuerza en contra de los civiles. Por 
último, presentaremos los diferentes escenarios propuestos por las autoridades 
gubernamentales y por los mismos civiles para una solución definitiva al uso 
desmedido de la fuerza pública. Lo anterior, demostrará como nuestro 
ordenamiento jurídico presenta deficiencias normativas frente a la regulación 




1. Los límites de la fuerza pública desde el derecho nacional e 
internacional  
 La normatividad referente a los actos, derechos y deberes de la autoridad 
pública son basados en el respeto y cuidado de los derechos humanos, es decir, 
estos derechos marcan los límites de las funciones de las fuerzas públicas, 
incluso cuando hacen uso de la fuerza. (Salazar Fernández, M., Paniagua 
Granada, W., Contreras Romero, J. A., Mejía Ulloa, S. E., & Restrepo 
Piedrahita, E. (2018). 
 En nuestra carta política podemos encontrar la regulación de la Policía 
Nacional “La ley organizará el cuerpo de Policía. La Policía Nacional es un 
cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin 
primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio 
de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de 
Colombia convivan en paz”. Por lo anterior, podemos establecer que, desde la 
constitución política, la creación de la policía nacional es para el servicio de la 
población civil, es decir, el objetivo de esta es garantizarles a los ciudadanos 
ejercer sus derechos y libertades de manera espontánea y tranquila. En otras 
palabras, la policía en nuestro país ocupa un lugar muy importante en el 
cumplimiento y protección de la seguridad ciudadana, y está caracterizada por 
su función de intervención social, puesto que, es la expresión del Estado con la 
sociedad, por ello, las actuaciones que estos realizan deben garantizar la justicia 
y protección de los derechos humanos. 
  
 
 En la legislación colombiana encontramos el decreto reglamentario 
124/2014 de la ley 1698/2013 el cual nos indica y reiteró la importancia de los 
derechos humanos en las actuaciones policiales, ya que, precisa que se deben 
integrar los tratados internacionales y nacionales ratificados por nuestro país 
acerca de estos derechos, en el mismo sentido tenemos el manual de derecho 
operacional el cual establece los límites del uso de la fuerza dentro de 
operaciones que realicen las fuerzas públicas. También, la ley 1801 del 2016 
por la cual se expidió el código nacional de policía y convivencia, se clarifica y 
determina que el uso de la fuerza debe evitarse al máximo y si es necesario su 
uso debe ser muy mínimo. 
Dichas operaciones deben fundamentarse en principios básicos que están 
documentados por la ONU en el año 1990, el primero de ellos se refiere a la 
legalidad: este principio prevé que el uso de la fuerza sea implementado para 
hacer cumplir la ley y que aquel funcionario que haga uso de esta tenga claro 
los supuestos normativos los cuales permite saber en qué ocasiones y como debe 
realizar el procedimiento usando la fuerza, esto quiere decir que cuando hace 
uso de la fuerza esté amparado por la norma realizando una prevención general. 
 Asimismo, se tiene el principio de proporcionalidad, que se refiere a que 
debe haber una conexión entre el riesgo y la consecuencia del mismo, o sea, 
debe existir una acción que requiera una respuesta que ocasione el uso de la 
fuerza, ya que la implementación de la fuerza puede ocasionar leves y graves 
consecuencias. Por último, el principio de la necesidad del uso de la fuerza, 
estima que se debe tener en cuenta como última alternativa por parte de los 
funcionarios. 
  
 Por lo anterior, en el caso que nos compete la policía específicamente esta 
investida por el Estado para requerir cuando sea necesario de manera coactiva 
a los ciudadanos, siempre y cuando respete y cumpla los principios bajo los que 
se rige para realizar una actuación, no se requiere que el ciudadano haya pasado 
por una jurisdicción ya que, el uso excepcional de la fuerza solo se usa para 
restringir de manera temporal algunos derechos de los ciudadanos. Esta 
característica que se considera propia de la policía es usada para prevenir y 
reprimir violación de las normas bajo los principios consagrados por la misma. 
 En otras palabras, el Estado en su asignación de funciones a entidades e 
instituciones territoriales, deposita el uso de la fuerza en las instituciones 
armadas, pues estas son las encargadas de enfrentar disturbios internos y 
externos en nombre y protección del Estado, por lo tanto, son las instituciones 
las responsables de que los derechos humanos, sean garantizados. 
 Por otro lado, la jurisprudencia colombiana determina que la fuerza 
pública está sujeta al Estado es decir sus funciones están centralizadas con el 
ejecutivo, por ello sus límites son impuestos por el ordenamiento jurídico, de 
esta manera la legislación establece que el uso de la fuerza y las armas es debido 
a casos excepcionales y de estricta proporcionalidad, y no será violatoria de la 
constitución en los siguientes casos “ (i) sea ejercida por los integrantes de la 
fuerza pública, así como los servidores públicos a los cuales el Legislador haya 
investido para el efecto; (ii) cumpla los propósitos que para la fuerza pública 
ha previsto la Constitución; y (iii) se ejerza de manera imperiosa, esto es, 
cuando no exista ninguna otra medida disuasoria que permita el cumplimiento 
de las normas legales y, del mismo modo, se trate de un escenario donde resulte 
jurídicamente admisible el uso de la fuerza; y (iv) dicho uso cumpla con 
criterios de proporcionalidad, también en sentido estricto, lo que implica que 
solo pueda llevarse a cabo en la medida absolutamente necesaria para 
confrontar la amenaza a bienes constitucionales de la más alta entidad”. C-
082 de 2018. 
 Nuestra autoridad nacional embestida por la constitución y la legislación, 
demuestra que el uso de la fuerza por parte de la policía nacional es de acuerdo 
y como expresa la corte a “los límites que les impone el carácter público de la 
función que ejercen”. C-082 de 2018. El carácter público al que se refiere la 
jurisprudencia lo podemos interpretar en que las fuerzas públicas fueron creadas 
para el cuidado, protección y servicio de la población civil para salvaguardar 
los derechos y el ejercicio de las libertades de manera eficaz y tranquila.  
 Toda esa responsabilidad de la policía debe coexistir con altas 
probabilidades de abuso del derecho, en donde la distinción debe estar clara y 
por encima de cualquier actuación oficial. En la actualidad esta distinción está 
opacada por la injusticia y la respuesta pasiva de los Estados cuando existen 
estos tipos de abusos, justificando de alguna manera el actuar de las diferentes 
instituciones. 
 El uso de la fuerza se ve determinado, cuando los ciudadanos ceden sus 
derechos al Estado, en busca de una protección más efectiva y garante, es decir, 
aceptan ser regulados por normas imperativas que tenga el país, una vez dan 
esta potestad al Estado, este último queda facultado para ejercer su poder frente 
a sus nacionales con el uso de la fuerza. 
 Por otro lado, el empleo de la fuerza en los diferentes actos que realicen 
las autoridades públicas debe tener un análisis ético, es decir, las actuaciones 
deben fundamentarse en valores éticos que tiene el ser humano. Así mismo, los 
mecanismos que se utilizan para reducir un derecho o una actividad ilegal o 
ilícita también deben ser evaluados de manera que corresponda a la buena ética 
de la institución y de las personas en general.  
  Ahora bien, para Zuluaga Robledo, Colorado Bedoya y Arteaga Muñoz 
(2018) el concepto del uso desmedido de la fuerza es el resultado del exceso de 
la misma y el abuso de la autoridad, es por esto que los hechos cometidos por 
las fuerzas públicas a causa del uso desmedido de la fuerza en sus acciones, han 
logrado que el Estado sea acusado ante las Cortes Internacionales por 
vulneración a los derechos humanos. 
 El objetivo y el motivo por el cual fue creada la policía nacional se ve 
manchado por actos de abuso de la fuerza policial, como si la normatividad 
escrita quedará en eso, en solo un documento, esto se demuestra en la mayoría 
de los casos, por ejemplo en movilizaciones o protestas en donde la policía 
nacional a través de su Escuadrón Móvil Anti Disturbios (ESMAD) en el afán 
de controlar y disuadir las protestas, proceden a vulnerar en fracción de minutos 
derechos humanos como la vida, la salud, la dignidad entre otros.  
 Se comprende que en estas manifestaciones se está en un alto grado de 
vulnerabilidad. Sin embargo, por diferentes motivos, la violencia rodea estas 
movilizaciones y se debe hacer uso de la fuerza, pero la policía en este caso el 
ESMAD traspasa los límites y principios consagrados por la norma y llega al 
punto de cometer delitos como homicidio o lesiones personales. 
 En el mismo sentido, en el derecho comparado encontramos similitudes 
en el uso de la fuerza, en la facultad otorgada a la Policía como el único 
organismo para que de manera coactiva los ciudadanos cumplan con sus deberes 
o reducir el ejercicio de sus derechos si es necesario. En el derecho mexicano 
se regula de manera taxativa y amplía la función policial bajo el concepto de la 
Seguridad pública como mecanismo para mantener el orden público y privado 
para la vida en sociedad. 
 Ahora bien, el escenario internacional cuando se refiere a el uso de la 
fuerza deja claro que el límite de la misma son los derechos Humanos, deja claro 
que bajo este precepto el uso de la fuerza debe ser el último mecanismo usado 
por las fuerzas públicas, y el uso de la misma viola de manera directa el derecho 
a la vida. Es decir, el limite del uso de la fuerza son los Derechos Humanos para 
evitar actos de tortura, tratos crueles y degradantes entre otros. (Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas). 
 La doctrina ha indicado en varias ocasiones que el uso de a la fuerza 
genera reacciones negativas inmediatas en la relación de las autoridades y la 
comunidad civil, aún más, cuando se hace uso de la misma de manera ilegal y 
sobrepasa los límites de la dignidad humana.  
 También, indica que el uso de la fuerza debe estar determina 
normativamente con los objetivos y las situaciones específicas en las que se 
puede hacer uso de ella, puesto que, es obligación de los funcionarios causar el 
mínimo daño posible. Incluso, sugiere que los funcionarios cuando enfrentan 
este tipo de situaciones deben considerar inicialmente la posibilidad de retirarse, 
si son conscientes de que para lograr el propósito deberán actuar de manera 
ilegítima. 
 Aquellas personas pertenecientes a las autoridades públicas deben 
responsabilizarse de los actos que realicen o que dejen de hacer, es decir, si un 
policía ataca de manera desproporcionada a un civil para imponer su autoridad 
o reducir el ilícito que esté cometiendo, debe tener en cuenta que pasaría a tomar 
una posición de agresor y el civil podría considerar como una víctima, quizás 
desde la perspectiva penal, puesto que, el uso de la fuerza aplicada logró la 
comisión de un delito dependiendo el caso específico. Además, de las 
implicaciones disciplinarias que conlleva, pero, puede ocurrir que la autoridad 
se de cuenta de un hecho ilegal o ilícito y no tome acciones sobre este teniendo 
una responsabilidad con la población civil, esto también puede traer consigo 
consecuencias disciplinarias por el incumplimiento de su deber legal. (Comité 
Internacional de la Cruz Roja, 2015). 
La protesta es un derecho que tiene la sociedad para manifestarse frente a 
diversos temas bien de orden político, social, cultural, ambiental etc. En este 
escenario derechos y obligaciones de quien ejerce el derecho a la protesta, sin 
embargo, este no es el tema de nuestro trabajo, ya que desborda los objetivos 
del mismo. En este orden de ideas presentamos el siguiente apartado busca 
mostrar algunos casos emblemáticos relacionados con eluso desmedido de la 
fuerza pública. 
2. Uso desmedido de la fuerza: Presentación de algunos casos 
emblemáticos  
 Según datos de La Agencia Nacional de Defensa Jurídica para el año 
2013 demuestra que la Policía Nacional está involucrada en más de 14 mil 
procesos en contra de la Nación dentro de estas cifras podremos encontrar 
recientes hechos y diferentes casos solo del año 2010 al 2020 donde se 
materializa de manera increíble el uso desmedido de la fuerza. Como, por 
ejemplo, el señor Carlos Obregón de tan solo 24 años que fue abatido por la 
Policía Nacional después de su trabajo cerca de una manifestación, según 
entrevista realizada a la presunta víctima, un policía lo tumbó al suelo y le pegó 
patadas en el rostro, mientras otros agentes lo golpearon en otras partes del 
cuerpo. (Valencia, I., 21 de noviembre de 2019). Colombia: Abusos policiales 
en el contexto de manifestaciones multitudinarias. Human rights watch. 
Recuperado de https://www.hrw.org/es/news/2020/03/10/colombia-abusos-
policiales-en-el-contexto-de-manifestaciones-multitudinarias 
 En este caso se puede establecer el evidente abuso y desmedido uso de la 
fuerza, puesto que, la policía no está reprimiendo únicamente a la persona, ya 
sea o no manifestante, sino que además está causando unas lesiones cruzando 
los límites y principios normativos que protegen a las personas. Además, se 
evidencia un alto grado de afectación a los derechos y principios que rige el uso 
de la fuerza, pues en este caso ni siquiera era necesario el uso de la misma.  
(Valencia, I., 21 de noviembre de 2019). Colombia: Abusos policiales en el 
contexto de manifestaciones multitudinarias. Human rights watch. Recuperado 
de https://www.hrw.org/es/news/2020/03/10/colombia-abusos-policiales-en-
el-contexto-de-manifestaciones-multitudinarias 
 También, de acuerdo a datos expuestos por la personería de Bogotá 
actualizados en septiembre del año 2020 se recibieron más 376 quejas por abuso 
de autoridad, en un periodo de dos meses que comprende en el mes de agosto 
al mes de septiembre. Estas quejas implican además otro tipo de actos 
cometidos por las autoridades públicas por discriminación xenofobia entre 
otros. La persona en su función de defensa de derechos humanos busca 
esclarecer las investigaciones que se abren por motivo de abuso de autoridad 
promoviendo el derecho de acceso a la justicia, verdad transparencia, debido 
proceso en busca de justicia para las víctimas. (Personería de Bogotá 2020). 
   El 23 de noviembre de 2019 ocurrió el lamentable y controversial hecho 
que paralizo al país debido a la muerte causada al menor Dilan Cruz por parte 
de miembros del ESMAD, el agente manifiesta que fue en cumplimiento de su 
función y que además no tenía la intención de generar ningún daño, sino que el 
menor se atravesó, otras fuentes manifiestan que el menor estaba atacando a los 
miembros de la policía. Así, existen varias versiones de los hechos ocurridos 
ese día, pero lo que es claro y según lo determinado por la Procuraduría 
Nacional es que existió un uso de la fuerza desmedido, teniendo en cuenta que 
se usó un arma que debe estar dirigida a las extremidades, pero se disparó hacia 
la cabeza del menor. 
 También tenemos el caso de la periodista que se negó a entregar su 
teléfono y fue atacada por la policía arrastrándola del cabello para detenerla, acá 
no solo vemos las agresiones policiales, sino, el agravante de que fueron 
realizadas contra una mujer y vulneraron de diferentes derechos como el 
derecho de libertad de prensa, dignidad humana y podemos establecer un 
posible delito de abuso sexual, ya que en este caso en concreto la policía en una 
supuesta requisa realiza tocamientos a las partes íntimas de la periodista. 
(Valencia, I., 21 de noviembre de 2019). Colombia: Abusos policiales en el 
contexto de manifestaciones multitudinarias. Human rights watch. Recuperado 
de https://www.hrw.org/es/news/2020/03/10/colombia-abusos-policiales-en-
el-contexto-de-manifestaciones-multitudinarias 
 Como se evidenció anteriormente, la gran parte de hechos relacionados 
con el abuso de autoridad y uso de la fuerza ilegítima por parte de las fuerzas 
públicas son relacionadas con las manifestaciones o mejor aún con el ejercicio 
del derecho a la protesta por parte de los colombianos, desconociendo el artículo 
56 del Código nacional de policía y convivencia el cual establece que el uso de 
la fuerza debe ser el último recurso al que se debe recurrir en las 
manifestaciones.  
   
 En estas circunstancias, la policía entra en un papel un tanto inestable 
pues debe garantizar el adecuado ejercicio de los derechos como garante 
principal de los mismos, pero también debe contener aquellos que desean abusar 
de dichas libertades, sin embargo, como se mencionó anteriormente en el afán 
de cumplir dichos objetos o simplemente por tomar decisiones autónomas, 
proceden de manera inadecuada vulnerando derechos hasta de personas que no 
hacen parte de una manifestación.  
 En este escenario la Corte Constitucional ha manifestado la razón de la 
participación de la Policía Nacional, y se refiere a una participación 
colaborativa o correspondiente a la naturaleza de la misma y estima “ En estricto 
sentido, es un deber de la Policía Nacional prestar sus servicios en esta clase 
de eventos cuando (i) estos impliquen riesgos de afectación a la comunidad y a 
sus bienes, los cuales podrían ser no sólo privados sino también públicos, (ii) 
generen una alta afectación del orden público y de la convivencia ciudadana 
en el territorio donde se desarrollan los eventos, y (iii) requieran de vigilancia 
por parte de la autoridad que autoriza el evento y de los miembros de la Policía 
Nacional para verificar el cumplimiento de los comportamientos e imponer las 
amonestaciones que considere necesarias “ C-128/2018 
 Es decir, la participación de esta autoridad en una manifestación y/o 
aglomeración es netamente servicial, esto quiere decir que solo cuando se vea 
en riesgo para los implicados o sus alrededores su integridad, su desarrollo, la 
sana convivencia, será necesaria la intervención de la policía, en el mismo 
sentido, la policía nacional debe prestar la vigilancia necesaria y adecuada a 
estos eventos para imponer las sanciones que considere pertinentes, en lo 
anterior no se presenta un ítem el que identifique que el objetivo de la policía 
en la participación de esas manifestaciones deba persuadir de manera violenta 
a alguno de ellos.   
 Por consiguiente, la Corte suprema de justicia en su sentencia 11001-
22-03-000-2019-02527-02 del 22 de septiembre de 2020, indica que las 
protestas deben ser pacíficas y que el inadecuado uso de la fuerza para disuadir 
las mismas es una clara incompetencia de la autoridad nacional para afrontar 
estos hechos, pues se ha demostrado en muchas ocasiones que las lesiones 
físicas causadas a los manifestantes por mantener un orden público, son 
consecuencia de una imposición de autoridad arbitraria, generando así un temor 
de ejercer el derecho a la protesta y a la libre expresión por parte de los 
ciudadanos , por eso para la Corte Suprema de Justicia existente falencias que 
deben ser subsanadas por las instituciones y el mismo estado para no seguir 
cometiendo dicho yerro. (STC7641-2020). 
 También existen casos en los que son víctimas del uso desmedido de la 
fuerza y abuso de autoridad personas ajenas a los motivos y hechos referentes a 
las movilizaciones, este es uno de los tantos casos en los que está involucrada 
la policía nacional y un civil que solo busca llegar a su casa o a su trabajo, la 
señora Natalia Racero de 20 años debido a la imposibilidad de tomar un bus 
para llegar a su trabajo decidió devolverse a su casa en medio de las 
movilizaciones y para su sorpresa agentes de la policía nacional estaba 
disparando gases lacrimógenos por lo que ella decidió correr como el resto de 
los manifestantes, después de ello fue retenida por la policía informando que le 
brindarán protección pero contrario a esto fue brutalmente golpeada en la 
estación de policía y uno de esos agente le toco los senos para “ver que 
escondía” . 
 En el mismo sentido, sucedieron los hechos a el señor Carlos Obregón 
el cual indica que fue golpeado brutalmente por la policía cuando regresaba a 
su casa del trabajo, y al ver una oleada de personas corriendo entre ellos 
manifestantes y personal de la policía, él decidió emprender la huida por su 
cuidado y protección a su integridad la cual fue posteriormente atropellada, por 
la autoridad nacional, los cuales le propinaron patadas en el rostro y lo obligaron 
a subirse a una motocicleta de la policía y lo condujeron a una estación en donde 
fue agredido en su rostro y otras partes del cuerpo y le aplicaron descargas con 
un teaser, su caso aún no ha sido resuelto. Lo anterior, solo evidencia la grave 
necesidad de regulación clara, concreta, legal y específica de las actuaciones 
que realicen la policía, puesto que, no tienen un debido procedimiento para 
dichas actuaciones, o más bien desconocen este derecho y principio consagrado 
por la constitución del 91 
 Pero, no solo en las manifestaciones se evidencia el uso excesivo de la 
fuerza, pues también existen otros escenarios en los cuales la policía nacional 
por imponer su autoridad excede sus actuaciones, para ello analizaremos el tan 
sonado caso del ingeniero que era estudiante de derecho.  
 De acuerdo a los hechos descritos por los testigos el sujeto que estaba al 
parecer en estado de embriaguez insulto a dos policías los cuales decidieron 
hacer uso de un táser (el cual solo debe ser usado para inmovilizar) para reprimir 
al sujeto, sin embargo, de forma indiscriminada y brutal los agentes no usaron 
el dispositivo una sola vez, sino que lo usaron de manera prolongada hasta 
causarle la muerte, aunque la víctima suplicaba que no realizaran esto más y se 
entregaba de manera voluntaria según lo que muestran videos aportados por 
testigos. Además, se indicó que el sujeto fue llevado a un CAI donde 
continuaron con brutales golpizas. Para este caso, la Procuraduría decidió 
sancionar a los funcionarios implicados en ese hecho por cometer delitos de 
abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto y el claro homicidio contra Javier 
Ordoñez. 
 Este hecho irracional y brutal, condenado socialmente debido a la 
barbarie de los actos, generó una nueva discrepancia entre la población civil y 
la policía nacional, pues se pretende que esta última brinde una protección a los 
ciudadanos, pero, por el contrario, la autoridad misma se encarga de violar los 
derechos y atacar a los ciudadanos, generando una desconfianza en las fuerzas 
públicas del estado, puesto que, el uso de la fuerza sin importar la falta o el 
motivo por el cual se deba usar, debe responder a parámetros de protección a la 
dignidad humana, es decir, es claro que los derechos humanos son fundados en 
el cuidado de está, y su concepto esta intrínsicamente ligado con la dignidad 
humana. 
 El evidente exceso de la fuerza en este caso nos hace cuestionar el 
objetivo de las fuerzas públicas y los parámetros culturales y legales bajo las 
que se rige, pues el uso alternativo, subsidiario y mínimo de la fuerza, pareciera 
ser principal, primordial y aplicado en proporciones altas, es decir la policía, en 
su primer actuar decide hacer uso de la fuerza como mecanismo principal para 
disuadir algún sujeto o actuación como en el caso anterior.  
 Otro caso, que evidencia el uso excesivo de la fuerza son lo que se 
provocan como consecuencia de actos discriminatorios, por parte de las 
autoridades públicas, como lo documenta la defensoría del Pueblo, la policía 
nacional ejerce actos de violencia y de uso excesivo de la fuerza en contra de 
personas transgénero simplemente por sus preferencias o como se identifican. 
Las quejas que presentan estas personas es que las autoridades ejercen fuerza 
excesiva en el momento de requisarlos y se evidencia la homofobia debido a 
que usan palabras degradantes o los requisan primero advirtiendo que las 
personas transgéneros pueden ser usadas como medios para la comisión de 
ilícitos, transgrediéndolas no solo verbalmente sino físicamente sin razones 
justificables para ello. (Defensoría del pueblo-violencia Policial contra personas 
con orientación sexual e identidad de género, 2018). 
 Cuando, suceden casos como los presentados anteriormente, se deba 
realizar un análisis de fondo y determinar la responsabilidad no solo del que 
hizo uso de la fuerza sino además de los superiores que permitieron dichas 
acciones ya sea por dar una orden o por no instruir de manera adecuada a sus 
funcionarios. Máxime en una sociedad en la cual, los conflictos sociales quieren 
ser tramitados fundamentalmente desde políticas punitivas, “a nivel global, la 
demanda punitiva ve el castigo representado en la cárcel, como el principal 
medio sobre el cual se pretende mostrar la eficacia de la política criminal. Hoy 
en día, el sistema punitivo, lleva con más frecuencia a personas a la cárcel y en 
este lugar, se presenta una alta vulneración de derechos humano” (Carvajal, J. 
2018; p, 101) (Carvajal, J. 2019). Presentamos algunas propuestas que en el 
tema buscan dar solución a la problemática presentada sobre el abuso de la 
fuerza pública y al conflicto social. 
3. Escenarios para superar el uso desmedido de la fuerza pública 
 Los casos que se analizaron anteriormente son solo algunos de los 
ocurridos en nuestro país y que en muchas ocasiones ni siquiera son 
investigados y quedan en el gran limbo de la injusticia colombiana, pues a 
veces, para que se haga justicia se necesita de un video viral y de que este llegue 
a un noticiero para que la justicia colombiana actúe de manera eficaz e 
inmediata.  
 Ahora bien, para lograr un efectivo uso de la fuerza sin generar violación 
a los derechos humanos podemos considerar parámetros desde las instituciones 
puesto que la responsabilidad del uso excesivo de la fuerza va más allá de los 
integrantes y/o funcionarios de las fuerzas públicas, pues el trasfondo del 
problema son las instituciones en sí como personas jurídicas y las normas que 
la regulan, se conoce que dentro de estas instituciones se maneja un régimen 
fuerte y estricto, como bien se menciona en muchos casos “los que se enseña en 
casa es lo que se refleja en la sociedad”, esto mismo ocurre con las instituciones 
las cuales al interior de ellas y en la formación y la poca sensibilización a sus 
funcionarios producen un efecto negativo para sí mismos, el cual será reflejado 
de manera inmediata en el trato de estos hacia la sociedad 
 En el mismo sentido, las instituciones y el mismo Estado deben brindar 
y promover capacitaciones coherentes y desde un sentido humano, empático y 
tolerante, también brindar mecanismos para que los funcionarios puedan 
protegerse de manera tal, que no acudan al uso de la fuerza. (Comité 
Internacional de la Cruz Roja, 2015). 
 Sí desde la base está un trato denigrante hacia sus mismos funcionarios, 
no se puede esperar que estos salgan a la calle a reflejar respeto y cuidado, sin 
embargo, esto sí sucede en algunos casos, pero en otros suceden los casos 
mencionados en este artículo donde la policía abusa de su autoridad y llega a 
cometer hasta delitos.  
 Otro escenario para cambiar estas actuaciones es una reforma 
institucional, esto va más allá de los tratos mencionados o la forma en la que es 
entrenado un funcionario de la policía nacional, con esto nos referimos a que la 
reglamentación que determina cómo actuar y realizar ciertos actos deben ser 
garantizados y ejecutados de la mejor manera dentro de la institución, para que 
así se logre el denominado “efecto espejo” reflejaran lo que sea enseñado dentro 
de la institución. 
 Ahora bien, referente a las normas y la legislación colombiana, se puede 
decir que son permisivas o poco eficaces para dar un cumplimiento legal de los 
derechos humanos desde el pensamiento humano y la formación de estos 
integrantes, es por esto que desde el estado se deben generar legislaciones que 
sean concretas y determinan también las consecuencias del uso de la fuerza, lo 
que conlleva el cumplimiento de los principios y preceptos normativos, que si 
bien es cierto, en algunos casos se hace la tan anhelada justicia, es de 
conocimiento que hay un porcentaje más alto de injusticia y silencio por parte 
del estado frente a actos de barbarie cometidos por el mismo o por sus 
autoridades  
  Es necesaria una reforma a la justicia esto es lo que se ha pedido durante 
muchos años por la sociedad, puesto que los funcionarios que administran 
justicia no logran  tratar a cabalidad las diferentes demandas y denuncias que se 
realizan por estos actos o por otras situaciones, si bien es cierto la justicia digital 
a ayuda a agilizar algunos procesos debido a su sistematización también ha 
generado inconvenientes pues la recepción masiva de demandas y denuncias 
generan que los funcionarios están atareados de laborales. 
 Respecto al uso desmedido de la fuerza las organizaciones 
internacionales de la sociedad Civil han expresado su total rechazo debido a los 
desenlaces trágicos que deja este mecanismo, advierten el deber del Estado de 
proteger la vida y los derechos humanos y proveer garantías suficientes para 
que los ciudadanos ejerzan sus derechos como el derecho a la manifestación 
pública que como se ha demostrado es el escenario donde más se vulneran 
derechos.  
 El rechazo a la respuesta violenta de la policía en los distintos casos es 
evidente para esta organización, propone soluciones de cultura ciudadana, y 
diálogos de paz donde se incentive la educación e información adecuada de las 
personas civiles y a los funcionarios de la policía. Deja claro, que el principal 
objetivo es esclarecer los diferentes hechos para además dejar precedentes 
normativos para frenar la vulneración de libertades civiles, políticas y derechos 
humanos. (Federación Luterana Mundial Programa Colombia. 2020) 
 La máxima autoridad de nuestra ciudad la Alcaldesa Claudia López 
debido a los recurrentes hechos de abuso de autoridad en su periodo ha estado 
en contra de esos hechos abusivos por parte de la policía nacional y ha solicitado 
al jefe de gobierno liderar un proceso de reforma estructural al interior de la 
policía, puesto que, hacen uso de armas de fuego en manifestaciones que no lo 
requieren y que su uso está prohibido, la reestructuración busca prevenir hechos 
de uso de la fuerza por parte de la policía y no esperar a que estos actos sean 
cometidos para buscar una solución, sino tener una prevención oportuna y 
eficaz para mantener el orden público sin vulnerar derechos humanos.  
 El congreso de la república a través de la representante a la cámara del 
Partido Alianza verde en el año 2020 en el mes de julio radicó proyecto de ley 
en busca de una capacitación en el uso de la fuerza y convivencia ciudad para 
los funcionarios de la policía, dentro de dicho proyecto busca que la policía 
nacional no solo tenga actitudes de defensa sino aptitudes éticas, morales, 
físicas y psicológicas esto se lograría con una capacitación profesional 
recurrente en miras de lograr la disminución del uso de la fuerza . Esta 
educación que se busca para los funcionarios se basa en conceptos que ya están 
contemplados en la norma y son conocidos por estos, pero altamente vulnerados 
como lo son los Derechos Humanos, la no discriminación, los principios del uso 
de la fuerza entre otros.  
 De acuerdo a lo anterior, podemos evidenciar similitudes en las posturas 
presentadas, con las cuales coincidimos en su totalidad, pues como se ha 
presentado a lo largo de este trabajo la base fundamental de todo conflicto es la 
falta de educación y capacitación de las partes que participan en ello, en este 
caso lo que concierne a la policía nacional, la falta de consciencia referente a 
los derechos humanos, la empatía, y otros valores, conllevan a que la solución 
sea la fuerza. Por esta razón, se debe poner en conocimiento de todos los 
diferentes mecanismos para solucionar los conflictos, no solo desde el ámbito 
legal, sino desde una perspectiva humana, que logre una convivencia sana y 
tranquila, en la que los ciudadanos puedan ejercer sus derechos de manera libre 
y tranquila y confiando en que las autoridades brindaran la respectiva seguridad.  
Conclusión 
Nuestras normas han dejado muy claro que todas las actuaciones no solo de las 
autoridades públicas sino de todos los ciudadanos deben ser basadas en el 
respeto y protección de los derechos humanos, que nadie sin importa su posición 
puede violar estos derechos y también, los actos que se realicen por si mismos 
o bajo alguna orden deben seguir unos principios básicos para el buen ejercicio 
de su cargo y manejo de un conflicto. Lo anterior, marca el límite que tienen las 
fuerzas públicas como una regla general basada en principios internacionales 
ratificados por la norma nacional y consagrados desde nuestra Carta Política del 
91. 
Si bien es cierto, la Policía tiene la facultad de requerir a los ciudadanos de una 
forma coactiva en pro del cumplimiento de la norma, esto debe responder a los 
principios y fundamentos normativos de dichas actuaciones, ya que, el 
incumplimiento de esto responsabiliza a las instituciones y por consiguiente al 
Estado de manera directa por la vulneración de derechos que se presente. No 
obstante, este uso desmedido de la fuerza se evidencia de manera más clara en 
el ejercicio del derecho a la protesta, pero se han demostrado casos de abuso de 
autoridad y del uso desmedido de la fuerza en situaciones ajenas al derecho de 
protesta. 
Después de un análisis casuístico se evidencia el abuso y uso desmedido de la 
fuerza por parte de los integrantes de la policía nacional, dejan claro que no solo 
el atropello de los derechos humanos y fundamentales reconocidos por nuestra 
constitución son altamente agraviados, sino que además implica la comisión de 
delitos por parte de la policía y deja en evidencia el déficit institucional que 
tiene la Policía Nacional el cual se refleja en situaciones de conflicto ante la 
sociedad. Lo anterior, no solo se puede encajar en abuso de la autoridad de 
manera física, sino, también, en actos de discriminación, actos sexuales entre 
otros. 
Debido a esto, las autoridades públicas transmiten un mensaje errado y contrario 
a la población, ya que, pareciera que no fueran garantes de los derechos y 
principios de la población, sino que estuvieran en contra de ellos 
Para concluir, creemos que la solución para evitar el uso de la fuerza es la 
educación de las autoridades y un cambio en la normatividad nacional donde se 
configure un cambio estructural de las diferentes instituciones y el manejo que 
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